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RESUMEN 

El artículo que se desarrollará a 

continuación abordará los criterios de 

validez  de la acción de nulidad 

electoral en Colombia, a partir de 

estos analizará si cumplen o no con 

la finalidad que el legislador le 

impartió al contemplarla en el 

ordenamiento jurídico nacional. 

No obstante, el centro de estudio es 

establecer si ¿son realmente eficaces 

los criterios de validez utilizados para 

instaurar la acción de nulidad 

electoral en Colombia? 

El objetivo general es presentar un 

análisis jurídico de la acción de 

nulidad electoral contemplada en la 

Ley 1437 de 2011 y su aplicación 

frente a los actos de nombramiento 

en cargos de elección popular. 

Para estos efectos se hace una 

comparación jurídica entre el Decreto 

01 de 1984 y la Ley 1437 de 2011,  

Así mismo se presenta la posición 

jurisprudencial de las altas cortes en 

Colombia y una comparación 

cualitativa con legislación con México  

Argentina y Honduras. 

Palabras clave: aplicabilidad; criterio; 

elección; nulidad electoral; validez. 

ABSTRACT 

The article below develop the criteria 

about the validity of the action of 

nullity electoral in Colombia, from 

these analyze whether or not they 

meet the purpose imparted by 

legislator in the national legal system. 

However, the study center is whether, 

are they really effective the validity 

criteria used to establish the nullity 

action electoral in Colombia?  

The overall objective is to present a 

legal analysis of the action of nullity 

electoral referred in the law 1437 from 

2011 and its application versus acts 

of appointment in elective office. 

To these effects a comparison is 

made between Decree 01 of 1984 

and Law 1437 of 2011, Also 

jurisprudential position of the high 

courts in Colombia and presents a 

qualitative comparison with legislation 

in Mexico Argentina and Honduras. 

Key words: applicability; criterion; 

choice; election annulment; validity.
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INTRODUCCIÓN 

En el sistema jurídico se han 

establecido diferentes acciones para 

proceder a regular el régimen político, 

responsabilidad socio jurídica que 

recae directamente en la jurisdicción 

contencioso administrativa; en el 

trasegar del estudio del derecho y de 

la aplicabilidad del mismo se han ido 

generando procedimientos especí - 

ficos para tener un control sobre los 

diferentes cargos de la administración 

pública; cabe resaltar que en 

Colombia, la normatividad ha 

regulado la materia. 

Así las cosas, el objetivo general del 

presente artículo es verificar si es 

este medio de acción legítimo para 

dar una respuesta a las situaciones 

de elegibilidad de los servidores 

públicos a cargos de elección popular 

cuando los mismos no cumplan con 

los requisitos exigidos por la Ley.  

Los objetivos específicos son 

determinar la aplicabilidad de la 

acción de nulidad electoral en 

Colombia, presentar un recuento 

histórico normativo de la acción de 

nulidad electoral, comparar la 

normatividad colombiana con otros 

estados buscando similitudes y 

diferencias. 

La jurisdicción contencioso 

administrativa cumple un papel 

relevante en el ejercicio del control 

jurídico y social de los cargos a 

elección popular. 

La acción de nulidad electoral es un 

medio eficaz que tienen los 

ciudadanos de realizar un control 

político a los funcionarios elegidos a 

través del voto popular. 

Como característica del Estado social 

de derecho, la acción de nulidad 

electoral cumple con los criterios de 

validez y legitimidad impartidos por el 

legislador. 

Para desarrollar este artículo de 

reflexión se utilizara la metodología 

de investigación descriptiva 

comparativa, debido a que se 

analizará la legislación y se realizará 

una comparación entre la norma 

anterior y la norma vigente y se 

acudirá al método de análisis 

deductivo, como quiera que se parte 

de lo general hasta llegar a lo 

particular, tomando como base de 

estudio la normatividad constitucional 
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y legal que regula el medio de acción,  

como fundamento filosófico se 

presentarán los postulados de la 

escuela positivista, que consiste en 

confrontar y comparar jurídicamente 

el Decreto 01 de 1984 y la Ley 1437 

de 2011, observando cuáles fueron 

los cambios más representativos e 

influyentes en el tema de la acción de 

nulidad electoral, así como la postura 

del Consejo de Estado que en 

diferentes sentencias ha definido el 

tema y se comparará lo normado en 

Colombia con otros países, en este 

caso México, Argentina y Honduras 

mostrando las diferencias y las 

semejanzas.  

1. Planteamiento filosófico y 

teórico del artículo de 

reflexión.  

Para poder proceder a realizar el 

presente artículo se debe indicar que 

se abordará el tema desde la 

perspectiva de la escuela positivista, 

analizando las posiciones jurídicas de 

los teóricos Hans Kelsen, Norberto 

Bobbio. Para comenzar se debe 

indicar que la Escuela Positivista del 

Derecho contempla la norma 

fundamental como una norma libre de 

cualquier cuestionamiento moral o 

ético. En el transcurso del tiempo y la 

evolución del derecho, los conceptos 

de los diferentes tratadistas han ido 

cambiando. El profesor Hans Kelsen 

planteó en su Teoría Pura del 

Derecho, lo siguiente:  

“Una norma es el sentido que se da a 

uno o muchos actos que los hombres 

han realizado en el espacio y el 

tiempo y a los que se denomina 

costumbre, Ley, fallo judicial o acto 

administrativo. Una norma es creada 

por un acto cuando este acto tiene un 

sentido  normativa. Y tal norma 

positiva se distingue de las normas 

que no han sido creadas de esta 

manera, que no han sido puestas, 

sino  solo supuestas por una 

operación puramente intelectual.”
1
 

De conformidad con lo anterior, se 

entenderá que la norma es el 

resultado de un análisis de los 

estudiosos del Derecho, que en sus 

elucubraciones propenden generar un 

concepto de los actos del hombre en 

el espacio y el tiempo. 

Es tanto así, que la escuela 

positivista en sus postulados planteó 

que la norma es un producto único 

                                                             
1
 Dujovne Leon -La Filosofía del Derecho de Hegel a 

Kelsen, Editores libreros, Buenos Aires, Argentina 1963, 
páginas 370 a la 391. 
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del legislador y es el resultado lógico 

de colocarse en el supuesto jurídico.  

Al respecto se debe tener en cuenta 

lo señalado por Kelsen, en cuanto a 

la validez de un orden normativo y la 

norma fundante básica, así: 

“El fundamento de validez de una 

norma solo puede encontrarse en la 

validez de otra norma. La norma que 

representa el fundamento de validez 

de otra es caracterizada, 

metafóricamente, como una norma 

superior en relación con una 

inferior.”
2
 

Desde este perspectiva, se puede 

dilucidar que el legislador al redactar 

la norma que contempla la acción de 

nulidad electoral le reviste de un valor 

superior, indicándole a la comunidad 

en general que la norma ya de por sí 

al ser de emitida por el Congreso de 

la República debe ser respetada y 

acatada. 

El profesor Norberto Bobbio indica 

que para decidir si una norma es 

válida es necesario realizar tres 

operaciones: 

“1.Determinar si la autoridad que la 

promulgó tenía el poder legítimo para 

                                                             
2 

Kelsen Hans  - Teoría  pura del derecho, Editorial 
Porrua S.A .Argentina 1995

 

expedir normas jurídicas, es decir, 

normas vinculantes en ese 

determinado ordenamiento jurídico ( ) 

2. Comprobar sino ha sido derogada, 

comoquiera que una norma puede 

haber sido valida, en el sentido de 

haber sido promulgada por un poder 

autorizado para hacerlo, pero esto no 

quiere decir que lo sea todavía, lo 

que sucede cuando una norma 

posterior en el tiempo la ha derogado 

expresamente o ha regulado la 

misma materia. 

3. Comprobar que no sea 

incompatible con otras normas del 

sistema…(  )”
3 

Lo anterior son las bases para 

concluir si la norma de estudio 

cumple con los criterios de validez y 

legitimidad necesarios para estar 

vigente en el ordenamiento jurídico 

nacional. 

Esto se genera en principio porque la 

elección popular esta constitucio-

nalizada,  racionalizando su ejercicio 

como consecuencia la acción que 

busque la nulidad de la elección 

conlleva una validez especial en su 

ejercicio. 

                                                             
3
 Bobbio Norberto – Teoría General del Derecho- 

capitulo II Justicia validez y eficacia Editorial Temis- 
2007. 
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Como se ha mencionado, la idea 

central del presente artículo, no es el 

estudio de los partidos y movimientos 

políticos en Colombia, pero sí es 

relevante mencionar lo que el 

profesor Alejo Vargas Velásquez 

expuso en su artículo “El Estado y las 

Políticas Públicas”, como se cita a 

continuación: 

“Los elementos de mayor relevancia, 

cercanía o no entre régimen político y 

sistema político, en esa medida 

hacer una contribución al respecto, la 

obra pretende señalar que si bien el 

concepto central es el régimen 

político, su cercanía con el sistema 

político permite utilizar algunos 

elementos metodológicos que de 

este se derivan buscando la 

aproximación al fenómeno estatal. 

La discusión sobre régimen político 

remite a un concepto cercano, el del 

sistema político, pero que tienen sus 

particularidades aunque se tiendan  

utilizar más o menos con la misma 

referencia. 

El sistema político se puede entender 

como un sistema de interacción que 

cumple con las funciones de 

integración y adaptación.”
 4 

                                                             
4
 Vargas Velásquez Alejo, El Estado y las Políticas 

Públicas, Editorial Almudena, Santa Fe de Bogotá, 
Colombia, 1999.páginas 115 a la 157. 

En el mismo artículo ya referenciado 

el profesor Vargas agrega lo 

siguiente: 

“Régimen Político y sistema Político 

van a ser conceptos que responden a 

perspectivas teóricas distintas, 

aunque se pueden utilizar, con las 

aclaraciones del caso en una 

aproximación conceptual.” 

De conformidad con la cita 

mencionada, se puede decir que sin 

perder de vista que estos dos 

conceptos remiten a dos tradiciones 

teóricas distintas y de acuerdo con 

estos conceptos, se observa que 

régimen y sistema político son 

acepciones parecidas; se puede en 

principio entender que los miembros 

de estos movimientos al ser elegidos 

a cargos de elección popular, 

representan  a su colectividad, los 

principios que las mismas promulgan. 

Pero esa representación se realiza, 

teniendo como base una norma 

constitucional que lo permite, que lo 

regula y que lo orienta, y en este 

punto se observa la más pura 

aplicación de los postulados de la 

escuela positivista. 
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Es por esto que se debe ahondar en 

los conceptos positivistas de la norma 

y en especial su criterio de validez, 

para deducir este mismo criterio en 

aplicación de la acción de nulidad 

electoral en Colombia. 

Siguiendo con el tema de análisis, se 

cita un aporte del profesor Diego 

López Medina quien en su obra “El 

Sueño Weberiano: Claves para una 

Comprensión Constitucional de la 

Estructura administrativa del Estado 

Colombiano”,  así: 

“Presenta los métodos que se    

pueden utilizar  para la  interpretación 

jurídica y social que han sido 

tradicionalmente desdeñados por las 

administrativistas, el artículo acusa a 

la doctrina tradicional del derecho 

administrativo (tanto en Colombia 

como en América Latina) por tratar 

este tema mediante interpretaciones 

acontextuales de las normas legales, 

privando con ello a los abogados de 

conocimientos fundamentales para 

entender las bases del 

“constitucionalismo estructural”
 5

. 

Desde el plano sustantivo, pretende 

sostener que la estructura del Estado 

colombiano ha dependido, no del 

                                                             
5
 López Medina Diego El sueño Weberiano: Claves para 

una Comprensión Constitucional de la Estructura 
administrativa del Estado Colombiano. Páginas 160 a la 
195. 

desarrollo aislado y apolítico de 

normas positivas, sino de 

concepciones políticas, ideológicas y 

administrativas en las que se 

buscaba plasmar una cierta idea del 

papel que la administración pública 

debía cumplir en el “desarrollo” del 

país, para este fin realiza una 

delimitación temporo – espacial, 

situando el análisis en América 

Latina, y en especial en Colombia, 

entre los años de 1990 a 2007, 

aunque hace precisiones importantes 

de cambios jurídicos en 1968 y en 

1998. 

El profesor López Medina, presenta 

en un análisis de la estructura del 

Estado entre administrativistas y 

constitucionalistas, luego exhibe un 

planteamiento general de cómo pasar 

de la guerra civil a la administración 

moderna, seguido a este tema habla 

de la administración nacional de la 

post guerra y como núcleo 

fundamental de conclusión analiza el 

sector descentralizado en la 

Constitución de 1991, entre las 

preocupaciones fiscales y el 

inalcanzable “sueño weberiano”. 
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Así, por ejemplo, es necesario 

constatar que los conceptos 

fundamentales de administración 

pública no fueron creados de manera 

endógena ni autónoma por el Estado 

o por el derecho colombiano es 

posible sostener que el Estado ajustó 

sus estructuras a las presiones que el 

derecho recibía de otros sub-

sistemas sociales. 

Y como las tecnologías políticas y 

administrativas de organización del 

Estado se difundieron a través de 

mecanismos de trasplante jurídico y 

de cooperación internacional. 

Sugerencia importante es que se 

debe hacer estudios macro del 

sistema administrativo, de sus reglas 

y de las consecuencias que se 

derivan de ellas. 

Así como estudios micro de la 

potencialidad de estas reglas en la 

defensa y protección de intereses 

“individuales” frente al accionar del 

Estado.  

Mientras se alcanza algún balance 

entre estos dos tipos de estudio por 

ahora casi monopolizados por los 

estudios micro, se asignara la 

responsabilidad de esta forma de 

investigación al “derecho público”, 

quizá como gesto de reconciliación 

parcial entre el “derecho 

constitucional” y el “derecho 

administrativo”, cuyos conflictos e 

incomprensiones no pueden ser, al 

día de hoy, más profundos. 

En general, la mayor parte de los 

intereses privados más poderosos 

fueron capaces de escapar al intento 

estatal por “incorporar” a las 

entidades semi-públicas dentro del 

organigrama del Estado. El Estado 

intentó esta incorporación en los años 

sesentas, aunque fue en general 

rechazado por los jueces 

administrativos que usualmente se 

contentaron por proteger la 

naturaleza “privada” de los ambiguos 

entes “semi-públicos”. 

Colombia ha sufrido interminables 

luchas por el poder que han 

desencadenado desde las más 

violentas guerras internas 

bipartidistas hasta un conflicto 

armado interno, muchos de los 

motivos por los cuales dichos 

enfrentamientos han sido la 

búsqueda constante del poder. 
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Desde el inicio del deseo de libertad 

se han tenido estos inconvenientes 

en cuanto al tema electoral. 

Así también el Libertador Simón 

Bolívar se enfrentó a la Corona 

española para conseguir el sueño 

libertador, una vez alcanzado su 

primer objetivo el máximo dirigente de 

la campaña libertadora en América 

del Sur, inició una unión de Estados 

que generó en la Gran Colombia, 

pero es sabido por todos los 

colombianos uno de los fervientes 

deseos del libertador era convertir a 

la gran Colombia en una monarquía 

nacional, y en contrapeso a sus 

intenciones monárquicas dictatoriales 

se erigió como el abanderado de la 

democracia el General Francisco de 

Paula Santander, quien fuera aliado 

indiscutible del Libertador y quien al 

observar la nueva situación que se 

presentaba decidió enfrentarle. 

Fue así como el ejecutivo en cabeza 

del Libertador Simón Bolívar decidió 

dar vida jurídica al Consejo de 

Estado, como un ente consultor  y 

consejero de la Presidencia de la 

República, a través de un decreto 

expedido en la ciudad de Angostura, 

el 30 de octubre de 1817.  

2. Recuento histórico de la 

acción de nulidad electoral 

en Colombia. 

En el trasegar de la historia se han 

ido presentando distintas maneras de 

confluir y regular las normas. En 

estos últimos tiempos la norma que 

reguló la acción de nulidad electoral 

fue el Decreto 01 de 1984, en los 

artículos 223 y 224 en donde se 

estableció la forma como se 

impetraba la acción y las causales de 

nulidad de la acción, como se puede 

observar a continuación, así: 

 “Causales de nulidad 

ARTÍCULO  223. Modificado por el 

art. 65, Ley 96 de 1985,  Modificado 

por el art. 17, Ley 62 de 1988 Las 

actas de escrutinio de los jurados de 

votación y de toda corporación 

electoral son nulas en los siguientes 

casos: 

1. Cuando se haya ejercido violencia 

contra los escrutadores o destruido o 

mezclado con otras las papeletas de 

votación, o éstas se hayan destruido 

por causa de violencia.  

2. Cuando aparezca que el registro 

es falso o apócrifo, o falsos o 
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apócrifos los elementos que hayan 

servido para su formación. 

3. Cuando aparezca que las actas 

han sufrido alteraciones sustanciales 

en lo escrito, después de firmadas 

por los miembros de la corporación 

que las expiden. 

4. Cuando los votos emitidos en la 

respectiva elección se computen con 

violación del sistema del cociente 

electoral adoptado en la Constitución 

Política y Leyes de la República. 

5. Cuando se computen votos a favor 

de candidatos que no reúnen las 

calidades constitucionales o legales 

para ser electos. 

6. Cuando los jurados de votación o 

los miembros de las comisiones 

escrutadoras sean cónyuges o 

parientes de los candidatos de 

elección popular en el segundo grado 

de consanguinidad o afinidad o en el 

primero civil. En este evento no se 

anulará el acta de escrutinio sino los 

votos del candidato o los candidatos 

en cuya elección o escrutinio se haya 

violado esta disposición.
6
 

El procedimiento aplicable a la norma 

anterior en los  artículos 226 al 229,  

se fijaron las consecuencias 

                                                             
6
 Decreto 01 de 1984, Código Contencioso 

Administrativo Colombiano., Art. 223. 

generadas al decretarse la nulidad 

electoral. 

En el presente recuento,  se tiene que 

citar el artículo 65 de la Ley 96 de 

1985 y mediante el cual se modificó 

el artículo 223 del Código 

Contencioso Administrativo, así: 

"Artículo 223. CAUSALES DE 

NULIDAD. Las actas de escrutinios 

de los jurados de votación y de toda 

corporación electoral son nulas en 

los siguientes casos
7
: 

1. Cuando se haya ejercido violencia 

contra los escrutadores o destruido o 

mezclado con otras las papeletas de 

votación, o éstas se hayan destruido 

por causa de violencia." 

Nuevamente el legislador observó la 

necesidad de modificar el Decreto 01 

de 1984 y expidió la Ley 62 de 1988, 

mediante la cual se modificaban las 

causales de nulidad electoral y en el 

artículo 17 de la precitada Ley 

modificó la redacción del artículo 

incluyendo algunas causales no 

previstas en la normatividad anterior.  

Las modificaciones jurídicas en 

cuanto al control de los ciudadanos a 

                                                             
7
 Ley 96 de 1985, articulo 65. 
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los cargos de elección popular, se 

han generado como resultado de la 

necesidad de la sociedad de un 

ejercicio político responsable y 

coherente en una sociedad 

democrática, tal como lo menciona el 

doctor Mauricio García Villegas en su 

artículo “Democracia y estado social 

de derecho aspiraciones y derechos 

en el constitucionalismo latino-

americano.”, el cual definió la relación 

entre constitución y política de la 

siguiente manera:  

“En la práctica, todas las 

constituciones se mueven en esta 

frontera difusa entre el derecho y la 

política. Existe todo un espectro de 

casos entre aquellas con una 

estructura discursiva más cercana al 

mundo de lo político y aquellas con 

una estructura discursiva más a fin a 

lo jurídico.”
8
 

Posteriormente, el legislador se 

ocupó de regular el tema de elección 

popular y es así como expidió el 

Decreto 2241 de 1986, por el cual se 

adoptaba el Código Electoral, y 

dentro de esta norma se definieron 

las causales de reclamación ante las 

                                                             
8 García Villegas Mauricio - Democracia y estado 

social de derecho aspiraciones y derechos en el 
constitucionalismo latino-americano.- ponencia Friedrich 
Ebert Stitun en Colombia – 2004. 

elecciones, en el artículo 192 del 

mismo, teniendo en cuenta la 

relevancia que conllevaba presentar 

los parámetros definidos de las 

causales de reclamación. 

Ahora bien, los servidores públicos 

elegidos a través de elección popular 

representan a su colectividad, sea 

ésta movimiento político o partido 

político, y en vista de esta situación el 

legislador a través de la Ley 130 de 

1994 precisó la forma como designan 

y postulan a los candidatos de cada 

colectividad.9
 

Dentro de esta misma norma, en el 

artículo 41 se estableció la creación 

de un Consejo de Control Ético, los 

partidos ejercerían sobre sus 

miembros, la responsabilidad de los 

movimientos y partidos políticos y las 

sanciones que los mismos podrían 

imponerle a  aquellos que infrinjan la 

ley nacional y el Código de Ética. 

Hasta el momento, el régimen legal 

colombiano establece criterios para 

ocupar cargos públicos en Colombia, 

y el desconocimiento de dichos 

                                                             
9
 Ley 130 de 1994, Estatuto Básico sobre partidos y 

movimientos políticos en Colombia, articulo 9. 
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requisitos son causal inmediata y 

perentoria para apartarse del cargo. 

 

Respecto de la acción de nulidad 

electoral el legislador expidió el acto 

legislativo número 01 de 2009 el cual 

en el artículo 8 adicionó un nuevo 

numeral al artículo 237 de la 

Constitución Política de Colombia en 

los siguientes términos:  

 

“Artículo 237: Son atribuciones del 

Consejo de Estado: 

(…),  

“7. Adicionado. A.L. 01 de 2009, art. 

8. Conocer de la acción de nulidad 

electoral con sujeción a las reglas de 

competencia establecidas en la ley. 

Parágrafo. Para ejercer el 

Contencioso Electoral ante la 

Jurisdicción Administrativa contra el 

acto de elección de carácter popular 

cuando la demanda se fundamente 

en causales de nulidad por 

irregularidades en el proceso de 

votación y en el escrutinio, es 

requisito de procedibilidad 

someterlas, antes de la declaratoria 

de elección, a examen de la 

autoridad administrativa 

correspondiente, que encabeza el 

Consejo Nacional Electoral.”
10

 

                                                             
10 Congreso de la República. Acto Legislativo No. 1 
de 2009 modificatorio de la Constitución Política 
de Colombia.  

 

Sobre este punto el profesor Augusto 

Hernández Becerra en su artículo 

“Acción Electoral y requisito de 

procedibilidad en el acto legislativo 1 

de 2009.” Indico lo siguiente: 

 

“Una lectura inicial del texto permite 

extraer los siguientes elementos 

básicos:   

Para demandar ante los jueces el 

acto declaratorio de una elección de 

carácter popular es indispensable 

que se haya cumplido con un 

“requisito de procedibilidad”, cuando 

la eventual demanda se fundamente 

en las causales de nulidad por 

irregularidades en el proceso de 

votación y en el escrutinio.  

Dicho requisito de procedibilidad 

consiste en que “la autoridad 

administrativa correspondiente que 

encabeza el Consejo Nacional 

Electoral”, realice un “examen” de las 

“irregularidades en el proceso de 

votación y en el escrutinio” que, bajo 

la forma de causales de nulidad se 

piense someter más adelante a la 

consideración de la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo.”
11 

 

                                                             
11

 Hernandez Becerra Augusto, Acción Electoral y 
requisito de procedibilidad en el acto legislativo 1 
de 2009- Revista Centro de Estudios Políticos- 
Ministerio del Interior y de Justicia-República de 
Colombia.  
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El punto citado anteriormente 

demuestra la importancia en nuestro 

ordenamiento jurídico, el criterio de 

validez para utilizar la acción de 

nulidad electoral, sin menoscabar los 

derechos de los sufragantes y de los 

servidores elegidos popularmente.  

 

Así mismo, la Misión de Observación 

Electoral en el documento titulado 

“Proceso de Escrutinios Electorales 

Elecciones Locales”, realizó un 

estudio de la implicación de la 

aprobación del acto legislativo 01 de 

2009, en los requisitos de 

procedibilidad para impetrar la acción 

de nulidad electoral, de la siguiente 

manera: 

 

“Con ocasión de la aprobación del 

Acto Legislativo 01 de 2009 se 

estableció como requisito de 

procedibilidad para iniciar una acción 

de nulidad electoral la reclamación 

administrativa ante las comisiones 

escrutadoras o el mismo CNE. Esto 

conllevó a que las causales de 

nulidad de los actos administrativos 

electorales previstos en el artículo 

223 del Código Contencioso 

Administrativo se consideren como 

causales de reclamación. Estas son 

las principales: 

- Violencia contra escrutadores 

- Destrucción de tarjetones 

- Registros electorales falsos 

- Actas alteradas luego de firmadas 

-Cómputo a favor de candidatos 

inhabilitados 

- Cuando jurados o miembros de la 

comisión escrutadora sean parientes 

de los candidatos.”
12

 

 

Como se observa, antes de iniciar la 

acción ante la jurisdicción 

contencioso administrativa, es 

menester realizar la reclamación con 

fundamento en las causales antes 

descritas, las cuales se deben 

presentar a las comisiones 

escrutadoras o ante el Consejo 

Nacional Electoral. 

 

Después de 17 años de la  vigencia 

del Código Contencioso 

Administrativo, el legislador presentó 

un proyecto que dio como resultado 

la expedición de la Ley 1437 de 2011. 

En esta nueva legislación se continuó 

con la regulación de la acción de 

nulidad electoral, sólo que en esta 

oportunidad su regulación se 

encuentra dispersa, en el texto de la 

anotada norma. 

 

                                                             
12

 Misión de Observación Electoral - Proceso de 
Escrutinios Electorales Elecciones Locales. – 2011. 
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Dentro del estudio del proyecto de 

ley, cuya idea nació en el año 2007 

como resultado de la necesidad de 

adecuar la jurisdicción contenciosa 

administrativa a los cambios políticos, 

económicos y sociales, siguiendo los 

lineamientos de la Constitución 

Política de Colombia que define el 

estado, como un estado social de 

derecho.  

 

Para este caso en particular la 

magistrada de la sección tercera del 

Consejo de Estado, Olga Melida Valle 

de De la hoz,  en su libro 

“Instituciones del Derecho 

Administrativo en el nuevo código, 

una mirada a la luz de la ley 1437 de 

2011”, presenta su posición, análisis 

jurídico y académico en cuanto a la 

acción de nulidad electoral, 

contemplada en la Ley 1437 de 2011, 

de la siguiente manera:  

 

“Cuando este medio de control sea 

ejercido con base en causales de 

nulidad por anomalías en el proceso 

de votación y en el escrutinio, es 

requisito de procedibilidad que tales 

irregularidades hayan sido sometidas 

al examen de la autoridad 

administrativa correspondiente 

(Consejo Nacional Electoral) y que 

los actos que las definan sean 

incluidos en la demanda. 

 

Las decisiones de contenido electoral 

sólo podrán ser controvertidas a 

través del medio de control de 

nulidad electoral excluyendo de 

manera expresa el ejercicio de los 

mecanismos para proteger los 

derechos e intereses colectivos 

regulados en la ley 472 de 1998.”
13

 

 

Lo anterior demuestra la importancia 

que generó para los miembros 

redactores del nuevo código definir la 

acción de nulidad electoral, para 

regular las situaciones en las cuales 

se puede interponer este medio de 

control. 

 

La Ley 1437 de 2011, define la acción 

de nulidad electoral, en el artículo 139 

de la siguiente manera: 

 

“Artículo 139. Nulidad 

electoral. Cualquier persona podrá 

pedir la nulidad de los actos de 

elección por voto popular o por 

cuerpos electorales, así como de los 

actos de nombramiento que expidan 

las entidades y autoridades públicas 

                                                             
13

 Valle de De la hoz Olga Melida - Instituciones 
del Derecho Administrativo en el nuevo código, 
una mirada a la luz de la ley 1437 de 2011 – 
Diciembre de 2012. 
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de todo orden. Igualmente podrá pedir 

la nulidad de los actos de llamamiento 

para proveer vacantes en las 

corporaciones públicas. 

En elecciones por voto popular, las 

decisiones adoptadas por las 

autoridades electorales que resuelvan 

sobre reclamaciones o irregularidades 

respecto de la votación o de los 

escrutinios, deberán demandarse junto 

con el acto que declara la elección. El 

demandante deberá precisar en qué 

etapas o registros electorales se 

presentan las irregularidades o vicios 

que inciden en el acto de elección. 

 

En todo caso, las decisiones de 

naturaleza electoral no serán 

susceptibles de ser controvertidas 

mediante la utilización de los 

mecanismos para proteger los 

derechos e intereses colectivos 

regulados en la Ley 472 de 1998.” 

 

A partir de esta normatividad es claro 

que cualquier persona se encuentra 

legitimada para iniciar este medio de 

control. Al respecto cabe señalar la 

crítica que se dio con ocasión al 

Seminario Internacional de 

Presentación del Nuevo Código de 

Procedimiento Administrativo, 

respecto al sujeto activo de la acción 

de nulidad electoral: 

 

El sujeto activo es cualquier persona y 

como se ha criticado que tratándose 

del derecho fundamental y político de 

elegir y ser elegido se debería 

entender que sólo podría formularlo 

quien es titular de derechos políticos y 

tenga ciudadanía, lo cual no se predica 

de personas jurídicas, menores de 

edad y extranjeros residentes. En 

principio pareciera válida la objeción 

por el hecho de que se legitima a 

cualquier persona; de manera que el 

sujeto activo puede ser una persona 

natural o persona jurídica, es más 

puede ser un nacional o un extranjero, 

un mayor o un menor de edad que por 

carecer de la ciudadanía no puede 

ejercer derechos políticos. Pero existe 

suficiente fundamento, así: en cuanto a 

menores de edad, existen los 

Consejos de Juventudes que eligen 

sus representantes a nivel municipal 

para coadyuvar funciones públicas de 

educación, cultura, recreación y 

deporte y en su composición suelen 

ser en su mayoría menores de edad. 

.”
14

 

 

En cuanto al objetivo de la acción de 

nulidad electoral, ésta se encuentra 

establecida para atacar actos de 

elección popular de miembros de 

corporaciones públicas. 

                                                             
14

 Consejo de Estado. Seminario Internacional de 
presentación del nuevo código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo ley 
1437 de 2011. Bogotá: imprenta nacional de Colombia. 
2012. p 
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Otro objetivo de la acción de nulidad 

electoral, se encuentra en 

proporcionar a los ciudadanos un 

control judicial de los actos 

administrativos anta la declaración de 

una elección, como mecanismo de 

acceso a la justicia, tal y como lo 

define la Doctora Susana Buitrago 

Valencia en su artículo “Proceso 

Electoral”,  así: 

 

“Representa una manera de tomar 

parte en las decisiones sobre la 

gobernabilidad del país y representa 

una de las modalidades de la 

garantía ciudadana de carácter 

fundamental a elegir (artículo 21 

Declaración Universal de los 

Derechos del Hombre y del 

Ciudadano y artículo 40 de la 

Constitución Política). Ejercer el 

derecho de intervenir en el control de 

esta manifestación de la democracia 

(acto que declara una elección) 

implica un requisito para la 

preservación de la institucionalidad 

en el estado social de derecho, en 

tanto mediante el examen de 

constitucionalidad y de legalidad del 

acto que da acceso a la función 

pública, propende por la legitimidad 

de la elección o el nombramiento.”15 

                                                             
15

 Buitrago Valencia Susana – Proceso Electoral – 

Consejera de Estado Seccion Quinta -Diciembre de 2012 

 

Ahora bien es importante indicar que 

estas causales de nulidad no son las 

mismas establecidas como 

circunstancias de reclamación 

consignadas en el capítulo VII del 

Código Electoral, Decreto 2141 de 

1986, las cuales serán resueltas por 

medio de resolución debidamente 

motivada. Sobre el particular, el 

Consejo de Estado ha dicho: 

 

“En el proceso electoral propiamente 

dicho y en el poselectoral o de 

escrutinio de votos, suelen presentarse 

irregularidades de dos clases, a saber: 

unas que configuran causales de 

reclamación y otras que tipifican 

causales especiales de nulidad del 

acto de elección.”
16

  

Por otro lado, sobre el trámite de la 

demanda, es de destacar que para 

iniciar esta clase de proceso no es 

requisito el agotamiento recursos 

previos, ni de la conciliación.  

Sobre este nuevo requisito de 

procedibilidad el Consejo de Estado 

indicó que:   

                                                                                      
http://consejodeestado.gov.co/publicaciones/Libro%20In
stitucionesDerAdm/21PROCESO.pdf  
16 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo. Sección Quinta. Sentencia de 1°de 
noviembre de 2012. radicación número: 11001-03-28-
000-2010-00086-00 

http://consejodeestado.gov.co/publicaciones/Libro%20InstitucionesDerAdm/21PROCESO.pdf
http://consejodeestado.gov.co/publicaciones/Libro%20InstitucionesDerAdm/21PROCESO.pdf
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De esta manera, el Constituyente 

derivado buscó no solo una 

participación mayor de las autoridades 

electorales para que de forma pronta y 

oportuna, en aplicación de los 

principios que rigen la función 

administrativa,  pudieran resolver 

cuestiones que de otra manera los 

ciudadanos decidían llevar 

directamente al conocimiento de la 

jurisdicción sin que aquellas hubiesen 

tenido la oportunidad de verificar y 

resolver, evitando en muchas 

ocasiones no solo la intervención 

judicial sino la certeza en los 

resultados de la contienda electoral
17

.   

La normatividad anotada es la que se 

encuentra vigente para la acción de 

nulidad electoral en Colombia, pero 

como se puede observar en el 

recuento jurídico histórico de las 

normas que han regulado la materia, 

ha sido una constante evolución de 

leyes y decretos que se han expedido 

con el fin de controlar la recta 

administración de la función pública. 

Así como lo manifiesta el profesor 

Augusto Trejos Jaramillo en su 

                                                             
17

 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo. Sección Quinta. Sentencia de 12 de julio 
de 2012. Radicación número: 25000-23-31-000-2012-
00076-01 

 

artículo “Teorías de las acciones 

constitucionales como se cita a 

continuación: 

“La alta consideración que tiene la 

eficacia de la protección de esos 

derechos, ha llevado precisamente a 

lo que podríamos llamar 

“constitucionalización” de los  

distintos medios de garantía, algunos 

de los cuales tienen antecedentes en 

su previsión en el nivel legislativo, 

con la consecuencia jurídica de 

buscar que se configure un bloque de 

constitucionalidad para la aplicación 

e interpretación de la totalidad del 

ordenamiento respectivo.”
18 

 Se entiende como legalidad, el 

principio fundamental mediante el 

cual todo ejercicio del poder público 

debe estar sometido a la voluntad de 

la ley de su jurisdicción y no a la 

voluntad de la sociedad, es así como 

todas las actuaciones de los 

empleados públicos, deben 

encaminarse a cumplir este principio, 

comprendiendo el empleo público 

como la generalidad y servidores 

públicos como la especie. 

En caso del incumplimiento de 

principio fundamental, por parte de 
                                                             
18

 Trejos Jaramillo Augusto – Teorías de las 
acciones constitucionales -Editorial Porrúa, S.A. 

México. 1995. 
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los empleados del Estado, elegidos a 

cargos públicos a través del voto o 

sufragio, la acción a impetrar es la 

nulidad electoral, que es el 

mecanismo mediante el cual se 

solicita a la jurisdicción contenciosa 

administrativa, declarar la nulidad de 

la elección de los antes mencionados, 

siempre y cuando se cumplan los 

requisitos contemplados en la ley. 

3. Posición  jurisprudencial de 

la acción de nulidad 

electoral en Colombia. 

Jurisprudencialmente el Consejo 

de Estado (máxima instancia en  

la jurisdicción contencioso 

administrativa), se ha referido a la 

acción de nulidad electoral. Dada 

la relevancia de sus 

pronunciamientos en este artículo 

se incluirán apartes de algunas de 

sus decisiones más recientes en 

esta materia, para dar claridad 

sobre el tema. 

En cuanto a las características de la 

acción de nulidad, se dice que: 

“La acción de nulidad de carácter 

electoral está establecida para efectos de 

examinar si el acto declaratorio de 

elección está viciado de nulidad. 

Para que prospere la acción de 

anulación, debe aparecer debidamente 

invocado, sustentado y probado que el 

hecho alegado configura una de las 

causales de nulidad del acto acusado 

establecidas por la Ley. 

El ejercicio de la acción electoral no 

supone agotamiento de la vía 

gubernativa ni una separación de las 

acciones en forma tal que deba incoarse 

una para establecer la legalidad o no de 

la actuación de escrutadores o de 

delegados del Consejo Nacional 

Electoral, como presupuesto para 

instaurar y obtener la anulación del acto 

declaratorio de una elección.”.19 

Así mismo, las causales a invocar al 

momento de demandar mediante la 

acción en comento y en qué eventos 

deben demandarse decisiones 

distintas al acto electoral: 

La acción de nulidad electoral es una 

acción de carácter público.  

Tiene por objeto asegurar el respeto al 

principio de legalidad en el ejercicio de 

las funciones electorales y de la 

facultad nominadora.  

Procede contra actos mediante los 

cuales se hace una designación por 

elección (popular o no) o por 

nombramiento. 

                                                             
19

 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Quinta. Sentencia 1° de 
noviembre de 2012.Radicación número: 11001-03-28-
000-2010-00086-00  
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Cuando se ejerce contra actos 

electorales producto de la voluntad 

popular puede formularse no sólo por 

las causales genéricas de nulidad 

establecidas en el artículo 84 del 

Código Contencioso Administrativo, 

sino por las especiales a las que se 

refieren los artículos 223, 227 y 228 

ibídem.  

Tal como lo tiene dicho la Sala
20

: 

“En ejercicio de la acción electoral 

puede controvertirse la validez de 

actos por los cuales se declara una 

elección o se hace un nombramiento, 

según lo establecido, principalmente, 

en los artículos 128, numeral 4, 131, 

numeral 3, y 132, numeral 4, del 

Código Contencioso Administrativo y, 

después de la reforma introducida 

mediante los artículos 36, 40, 42 y 44 

de la Ley 446 de 1.998, en los artículos 

128, numeral 3, 132, numeral 8, 134A, 

numeral 9, y 136, numeral 12, del 

mismo Código, y también en los 

artículos 223, 227, 228, 229, 230 y 

231, que no fueron reformados.  

Y la acción electoral es modalidad de 

la acción de nulidad, solo que en su 

ejercicio se controvierte únicamente la 

validez de actos por los cuales se 

declara una elección o se hace un 

nombramiento, ya se dijo, de manera 

                                                             
20

 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Quinta, sentencia de 5 de agosto 
de 1999, expediente 2160, demandante: Javier García 
Londoño, demandado: María Margarita Escobar Rueda. 

Asesor Grado 24, Código 1AS de Procuraduría General 
de la Nación. Consejero Ponente doctor Mario Alario 
Méndez. 

que, en general, son causas de nulidad 

de los actos de elección y de 

nombramiento, como lo son de la 

generalidad de los actos 

administrativos, las establecidas en el 

artículo 84 del Código Contencioso 

Administrativo, bien que hay causas de 

nulidad especiales, referidas a la 

materia electoral”. 

Para el ejercicio de la acción electoral, 

por cualquiera de las causales 

establecidas en la Ley, la demanda, en 

principio, debe dirigirse contra el acto 

de elección o nombramiento, tal como 

lo dispone el artículo 229 del Código 

Contencioso Administrativo, en los 

siguientes términos: 

Empero, cuando resulta imperativo 

impugnar actos distintos al de elección, 

respecto de éstos debe formularse una 

acusación formal, precisando qué 

normas violaron y expresando el 

sentido de la violación, como lo impone 

el artículo 137 [4] ibídem.
21

 

 

Igualmente, es pertinente aclarar el 

alcance de la acción electoral, ya que 

siendo un medio de control autónomo 

en ocasiones puede ser como el 

escenario para alcanzar una ventaja 

adicional. 

                                                             
21

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Quinta, sentencia de 1° de 
noviembre de 2012, Radicación número: 11001-03-28-
000-2010-00086-00  
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En síntesis, el contencioso de 

carácter electoral es el medio idóneo 

para controlar los actos electorales, 

acudiendo a la jurisdicción para que 

se evalúe la legalidad de estos actos 

y establecer si se encuentran 

conformes a derecho, buscando 

salvaguardar la voluntad popular, del 

derecho a elegir del cual son titulares 

los ciudadanos. 

4. La nulidad electoral en el 

derecho comparado. 

MÉXICO. En cuanto a la acción de 

nulidad electoral en los Estados 

Unidos Mexicanos, en primer lugar 

hay que destacar que en este caso se 

está ante un régimen democrático, tal 

como lo dispone la constitución 

política:  

 

Artículo 40. Es voluntad del pueblo 

mexicano constituirse en una 

República representativa, democrática, 

laica, federal, compuesta de Estados 

libres y soberanos en todo lo 

concerniente a su régimen interior; 

pero unidos en una federación 

establecida según los principios de 

esta Ley fundamental. 

 

Así, dentro de la legislación, está 

contemplado el derecho al sufragio 

establecido en el artículo 35 de la 

constitución política, el cual reza: 

“Artículo 35. Son derechos del 

ciudadano: I. Votar en las elecciones 

populares (…)”, seguidamente el 

artículo 36 de la misma normatividad 

dispone que “Artículo 36. Son 

obligaciones del ciudadano de la 

República: (…) III. Votar en las 

elecciones y en las consultas 

populares, en los términos que señale 

la Ley; (…) 

 

La citada disposición constitucional 

es salvaguardada por medio de la 

Ley General del Sistema de Medios 

de Impugnación en Materia Electoral, 

en donde se fijan una serie de 

mecanismos de contradicción 

destinados a garantizar que todos los 

actos de las autoridades electorales 

se sujeten a los principios de 

constitucionales,  

 

Artículo 3  

(…) 

2. El sistema de medios de 

impugnación se integra por:  

a) El recurso de revisión, para 

garantizar la legalidad de actos y 

resoluciones de la autoridad electoral 

federal;  
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b) El recurso de apelación, el juicio de 

inconformidad y el recurso de 

reconsideración, para garantizar la 

constitucionalidad y legalidad de actos 

y resoluciones de la autoridad electoral 

federal;  

 (…) 

 

Así mismo, se contemplan que 

medios de impugnación son 

procedentes, es decir cuales pueden 

adelantarse ya sea si está en el 

trámite del proceso electoral o en un 

tiempo posterior a este: 

 

“Artículo 34  

1. Durante el tiempo que transcurra 

entre dos procesos electorales 

federales, para garantizar la 

constitucionalidad y legalidad de los 

actos y resoluciones electorales, en los 

términos señalados en este Libro, 

podrán interponerse los medios de 

impugnación siguientes:  

a) El recurso de revisión; y  

b) El recurso de apelación.  

2. Durante el proceso electoral, para 

garantizar la constitucionalidad y 

legalidad de los actos, resoluciones y 

resultados electorales, además de los 

medios de impugnación señalados en 

el párrafo anterior, podrán interponerse  

3. Durante los procesos electorales 

federales extraordinarios, serán 

procedentes los medios de 

impugnación a que se refiere el párrafo 

anterior, debiéndose aplicar, en lo 

conducente, las reglas señaladas en el 

presente ordenamiento y en la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación.” 

 

Una vez realizadas estas 

aclaraciones en cuanto a los medios 

de impugnación que constituyen el 

escenario a través del cual se puede 

lograr la nulidad de los actos 

controvertidos, se ocupara de las 

causales de nulidad la cuales están 

establecidas en el título sexto la Ley 

General del Sistema de Medios de 

Impugnación en Materia Electoral: 

 

“TITULO SEXTO De las nulidades 

CAPITULO I De las reglas generales 

Artículo 71  

1. Las nulidades establecidas en este 

Título podrán afectar la votación 

emitida en una o varias casillas y, en 

consecuencia, los resultados del 

cómputo de la elección impugnada; o 

la elección en un distrito electoral 

uninominal para la fórmula de 

diputados de mayoría relativa; o la 

elección en una entidad federativa 

para la fórmula de senadores por el 

principio de mayoría relativa o la 

asignación de primera minoría; o la 

elección para Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos.  
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2. Los efectos de las nulidades 

decretadas por el Tribunal Electoral 

respecto de la votación emitida en una 

o varias casillas o de una elección en 

un distrito electoral uninominal o en 

una entidad federativa, o bien, en la 

elección de Presidente de los Estados 

Unidos Mexicanos, se contraen 

exclusivamente a la votación o 

elección para la que expresamente se 

haya hecho valer el juicio de 

inconformidad, tomando en cuenta lo 

dispuesto en la parte final del párrafo 

anterior.“ 

 

“CAPITULO II De la nulidad de la 

votación recibida en casilla Artículo 

75. 1. La votación recibida en una 

casilla será nula cuando se acredite 

cualesquiera de las siguientes 

causales:  

a) Instalar la casilla, sin causa 

justificada, en lugar distinto al señalado 

por el Consejo Distrital 

correspondiente;  

b) Entregar, sin causa justificada, el 

paquete que contenga los expedientes 

electorales al Consejo Distrital, fuera 

de los plazos que el Código Federal de 

Instituciones y Procedimientos 

Electorales señale;  

c) Realizar, sin causa justificada, el 

escrutinio y cómputo en local diferente 

al determinado por el Consejo 

respectivo;  

  

h) Haber impedido el acceso de los 

representantes de los partidos políticos 

o haberlos expulsado, sin causa 

justificada;  

i) Ejercer violencia física o presión 

sobre los miembros de la mesa 

directiva de casilla o sobre los 

electores y siempre que esos hechos 

sean determinantes para el resultado 

de la votación;  

j) Impedir, sin causa justificada, el 

ejercicio del derecho de voto a los 

ciudadanos y esto sea determinante 

para el resultado de la votación; y  

k) Existir irregularidades graves, 

plenamente acreditadas y no 

reparables durante la jornada electoral 

o en las actas de escrutinio y cómputo 

que, en forma evidente, pongan en 

duda la certeza de la votación y sean 

determinantes para el resultado de la 

misma. “ 

“CAPÍTULO III De la nulidad de las 

elecciones federales. Denominación 

del Capítulo reformada DOF 01-07-

2008: 

Artículo 76. 1. Son causales de 

nulidad de una elección de diputado de 

mayoría relativa en un distrito electoral 

uninominal, cualesquiera de las 

siguientes:  

a) Cuando alguna o algunas de las 

causales señaladas en el artículo 

anterior se acrediten en por lo menos 

el veinte por ciento de las casillas en el 

distrito de que se trate y, en su caso, 

no se hayan corregido durante el 

recuento de votos; o Inciso reformado 

DOF 01-07-2008  
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b) Cuando no se instale el veinte por 

ciento o más de las casillas en el 

distrito de que se trate y 

consecuentemente la votación no 

hubiere sido recibida; o  Inciso 

reformado DOF 01-07-2008  

c) Cuando los dos integrantes de la 

fórmula de candidatos que hubieren 

obtenido constancia de mayoría sean 

inelegibles.  

Artículo 77. 1. Son causales de 

nulidad de una elección de senadores 

en una entidad federativa, cualquiera 

de las siguientes:  

a) Cuando alguna o algunas de las 

causales de nulidad previstas en el 

párrafo 1 del artículo 75 de esta Ley, 

se acrediten en por lo menos el veinte 

por ciento de las casillas en la entidad 

de que se trate y, en su caso, no se 

hayan corregido durante el recuento de 

votos, o Inciso reformado DOF 01-07-

2008  

b) Cuando no se instale el veinte por 

ciento o más de las casillas en la 

entidad de que se trate y 

consecuentemente la votación no 

hubiere sido recibida, o Inciso 

reformado DOF 01-07-2008  

c) Cuando los dos integrantes de la 

fórmula de candidatos que hubieren 

obtenido constancia de mayoría fueren 

inelegibles. En este caso, la nulidad 

afectará a la elección únicamente por 

lo que hace a la fórmula o fórmulas de 

candidatos que resultaren inelegibles.  

Artículo 77 Bis. 1. Son causales de 

nulidad de la elección de Presidente de 

los Estados Unidos Mexicanos 

cualquiera de las siguientes:  

a) Cuando alguna o algunas de las 

causales de nulidad previstas en el 

párrafo 1 del artículo 75 de esta Ley, 

se acrediten en por lo menos el 

veinticinco por ciento de las casillas 

instaladas en el territorio nacional y, en 

su caso, no se hayan corregido 

durante el recuento de votos, o  

b) Cuando en el territorio nacional no 

se instale el veinticinco por ciento o 

más de las casillas y 

consecuentemente la votación no 

hubiere sido recibida, o  

c) Cuando el candidato ganador de la 

elección resulte inelegible.” 

 

Estos artículos 75, 76 y 77 de la 

citada ley, traen una serie de 

causales de nulidad, las que a su vez 

son divididas en la nulidad de la 

votación recibida en casilla, nulidad 

de las elecciones federales y finaliza 

exponiendo las  causales de nulidad 

de la elección de Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Al respecto cabe señalar que la 

competencia para conocer de estas 

causales de nulidad corresponde al 

Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación a través de sus 

salas regionales, tratándose de las 

elecciones de diputados y senadores 
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en cuanto a la elección de presidente 

conforme a la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación 

en Materia Electoral, sólo puede 

decretarse por parte de la Sala 

Superior del Tribunal Electoral,  

“un órgano especializado del Poder Judicial 

de la Federación, encargado de resolver 

controversias en materia electoral y proteger 

los derechos político-electorales de los 

ciudadanos,(…) resuelve las impugnaciones 

a las elecciones de: Presidente de la 

República, gobernadores, jefe de Gobierno 

del Distrito Federal, diputados federales y 

senadores electos por el principio de mayoría 

relativa y representación proporcional.”
22

 

 

Por lo tanto, en este aspecto, se 

encuentra una diferencia importante 

frente  a la organización establecida 

en Colombia, en tanto Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la 

Federación posee funciones 

judiciales; mientras en Colombia el 

Consejo Nacional Electoral es un 

órgano puramente administrativo y su 

competencia solo establece conocer 

de las de reclamaciones y resolverlas 

por medio de resoluciones motivadas, 

la declaratoria de nulidad está en 

cabeza exclusivamente de los 
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http://www.trife.gob.mx/acercate/quienes-somos-y-que-
hacemos 

tribunales contenciosos 

administrativos. 

 

Frente a las causales de nulidad, en 

Colombia y México, se encuentran 

similitudes. Sin embargo, en el caso 

colombiano estas están 

contempladas en algunas ocasiones 

como “causales de reclamación” 

establecidas en el decreto 2241 de 

1986, y otras como “causales de 

nulidad” en la Ley 1437 de 2011.  

 

ARGENTINA. En la República de 

Argentina, el conocimiento de los 

asuntos electorales ha sido asumido 

por el poder judicial. Así, en el año 

1962, se estableció el fuero electoral 

como rama independiente dentro de 

la función judicial, por lo que ya en 

1971 mediante la Ley 19.277 se creó 

la Cámara Nacional Electoral como 

un único tribunal de apelaciones, el 

cual tiene jurisdicción en la totalidad 

de la Republica y constituye la 

máxima autoridad en la materia, su 

jurisprudencia tiene fuerza de fallo y 

es obligatoria para todos los jueces 

de primera instancia y para la juntas 

electorales nacionales. 
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La justicia electoral tiene funciones 

jurisdiccionales, de control, de 

administración y registral. En cuanto 

a las funciones jurisdiccionales se 

encuentran “la aplicación de la Ley 

orgánica de los partidos políticos, de 

financiamiento de los partidos 

políticos, de elecciones primarias, 

abiertas, simultáneas y obligatorias, 

el Código Electoral Nacional, y 

normas complementarias. Como todo 

órgano jurisdiccional, en virtud de lo 

dispuesto por el artículo 116 de la 

Constitución Nacional, la justicia 

nacional electoral interviene sólo ante 

la existencia de un “caso”, “causa” o 

“controversia”, es decir, en aquellos 

planteos en los que se persigue en 

concreto la determinación del 

derecho debatido entre partes 

adversas”23 

 

En cuanto a la nulidad de carácter 

electoral se encuentra contemplada 

en el Código Electoral Nacional Ley 

N° 19.945 modificada por la Ley N° 

22.864, específicamente el artículo 

114, y siguientes:  
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http://www.electoral.gob.ar/jne_competencia.php 

“Artículo 114. - Declaración de 

nulidad. Cuándo procede. La Junta 

declarará nula la elección realizada en 

una mesa, aunque no medie petición 

de partido, cuando:  

1. No hubiere acta de elección de la 

mesa o certificado de escrutinio 

firmado por las autoridades del comicio 

y dos fiscales, por lo menos.  

2. Hubiera sido maliciosamente 

alterada el acta o, a falta de ella, el 

certificado de escrutinio no contare con 

los recaudos mínimos preestablecidos.  

3. El número de sufragantes 

consignados en el acta o, en su 

defecto, en el certificado de escrutinio, 

difiriera en cinco sobres o más del 

número de sobres utilizados y 

remitidos por el presidente de mesa.  

 

De tal manera que en Argentina, la 

jurisdicción de electoral es autónoma 

y especializada; se encarga de 

tramitar las impugnaciones que se 

den con ocasión  a los procesos 

electorales. Al respecto cabe señalar 

que las causales para declarar la 

nulidad en esta legislación son 

bastante limitadas, sin embargo al 

darle una lectura detalla al Código 

Nacional Electoral, se observa que 

las infracciones a la Ley electoral 

están detalladas ampliamente en el 

aparte relacionado con los delitos 

electorales de los cuales conocen los 
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jueces electorales de conformidad 

con el artículo 146 del mencionado 

código. 

Así sólo encuentran similitudes en 

cuanto al efecto de la anulación, que 

según el artículo 117 de Código 

Electoral argentino se dice:  

 

“Artículo 117. - Efectos de la 

anulación de mesas. Se considerará 

que no existió elección en un distrito 

cuando la mitad del total de sus mesas 

fueran anuladas por la Junta. Esta 

declaración se comunicará al Poder 

Ejecutivo que corresponda y a las 

Cámaras Legislativas de la Nación.”
24

  

 

Lo cual es similar a lo establecido en 

Colombia, en tanto una vez medie 

decisión en firme que declare la 

nulidad de la elección lo cual es 

causa para que se origine falta 

absoluta de conformidad con el 

artículo 98, de la Ley 136 de 1994, lo 

cual trae como consecuencia la 

necesidad de convocar a elecciones 

atípicas, la cuales están dispuesta 

para la elección de alcaldes y 

gobernadores. 

 

HONDURAS. En el estado de 

Honduras, la normatividad que regula 
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 Codigo Electoral Argentino – Articulo 117.  

el sistema electoral está contemplada 

en la Ley electoral y de las 

organizaciones políticas Decreto No. 

44 de 2004  a partir del capítulo VII 

artículo 199 establece la Nulidad de 

las elecciones y sus efectos. 

 

Específicamente en el artículo 200 

del decreto en mención se establecen 

los efectos de la nulidad de la 

elección, así: 

 

“ARTÍCULO 200.- EFECTOS DE LA 
NULIDAD.  La nulidad decretada por 
el Tribunal Supremo Electoral, 
afectará la votación o elección para 
la cual específicamente se haya 
hecho valer la acción de nulidad.”

25
 

 
 

Respecto a la acción de nulidad 

electoral, Honduras establece en el 

articulo 204 como término para 

interponer la acción 10 días hábiles 

siguientes a la práctica de las mismas 

y contra la declaratoria de las 

elecciones cinco (5) días hábiles 

siguientes a la publicación de en el 

diario oficial la gaceta. 

 

La república de Honduras, define la 

en el artículo 203 la acción de 

nulidad, de la siguiente manera:  
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 Decreto 44 de 2004 - Ley electoral y de las 
organizaciones políticas – Honduras.  
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“ARTÍCULO 203.- ACCION DE 
NULIDAD.  Contra la votación y la 
declaratoria de elecciones, sólo 
procederá la acción de  nulidad, sin 
perjuicio de las sanciones 
establecidas en la Ley.” 

  

Por lo anterior, se puede observar 

que la jurisdicción electoral es en 

Honduras, autónoma independiente y 

solida, tanto así que posee una 

legislación que contempla las 

circunstancias para impetrar dicha 

acción, en ese sentido al comparar la 

normatividad hondureña con la ley 

colombiana, se pueden encontrar 

semejanzas en cuanto a la función y 

aplicación legal. 

 

Sin embargo se encuentran 

diferencias, respecto a los delitos y 

faltas electorales, como quiera que 

Honduras, contempla las conductas 

delictivas referentes a la acción de 

nulidad en la misma norma, caso 

contrario al colombiano que las regula 

en la ley penal. 

 

CONCLUSIONES 

Una vez efectuada la verificación y 

análisis de la acción de nulidad 

electoral en primer lugar podemos 

concluir como se observa en el 

recuento jurídico histórico de las 

normas que han regulado la materia, 

que el control político ha sido una 

constante evolución de leyes y 

decretos que se han expedido con el 

fin de controlar la recta administración 

de la función pública. 

Ahora bien, la Ley 1437 de 2011 

“Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo” retomó lo mencionado 

por la anterior legislación (Decreto 01 

de 1984 Código Contencioso 

Administrativo) y la adecuó a las 

situaciones y circunstancias actuales 

en la realidad colombiana, retomando 

los criterios de validez  contemplados 

en el anterior código contencioso 

administrativo, los cuales son la 

legalidad de la norma, la legitimidad 

de la acción, la eficacia de la misma, 

los cuales al final reafirman la validez 

exigida para el cumplimiento de la 

acción de nulidad electoral. 

Como resultado de esa adecuación 

de la normatividad colombiana a las 

necesidades sociales, económicas, 

políticas se observa una 

constitucionalización del derecho 

administrativo colombiano, como 
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quiera que el mismo propende el 

cumplimiento cabal de los fines 

esenciales del estado contemplados 

en el artículo segundo (2), 

especialmente en cuanto a la 

participación en las decisiones 

políticas y que es desarrollado 

propiamente para  nuestro tema de 

estudio en el artículo 237 de la 

Constitución al otorgarle al Consejo 

de Estado la atribución de conocer 

las acciones de nulidad electoral. 

Como resultado de la anterior 

reflexión se entiende que está 

legitimado para impetrar este medio 

de acción, cualquier ciudadano, 

mayor de edad sin discriminación de 

raza, sexo ideología política ni estrato 

social, lo que nuevamente nos 

permite dilucidar que Colombia es 

realmente un Estado Social de 

Derecho que protege y garantiza los 

derechos fundamentales de sus 

asociados, entre ellos acceder a la 

administración de justicia con el fin de 

ejercer un control político y social de 

los funcionarios del estado elegidos a 

través del sufragio público.  

 

Se entiende como principio de 

legalidad el sometimiento del ejercicio 

del poder público a la voluntad de la 

ley y la jurisdicción, así como todas 

las actuaciones de los empleados 

públicos  deben encaminarse a 

cumplir este principio, comprendiendo 

el empleo público como la 

generalidad y los servidores públicos 

como la especie. 

En caso del incumplimiento de este 

principio fundamental, por los 

empleados del Estado, elegidos a 

cargos públicos a través del voto o 

sufragio, la acción a impetrar es la 

nulidad electoral, el mecanismo 

mediante el cual se solicita a la 

jurisdicción contenciosa 

administrativa, declarar la nulidad de 

la elección, siempre que se cumplan 

los requisitos contemplados en la ley. 

La acción de nulidad electoral no es 

un mecanismo común, es un medio 

legal especial del cual solo son 

sujetos los servidores públicos que se 

encuentren enmarcados en las 

causales del citado código. 

Otra conclusión que resulta del 

análisis cuidadoso de la normatividad, 

es que la legitimidad se entiende 

efectiva cuando una norma jurídica es 

obedecida por el conglomerado 

general de una sociedad sin que 
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medie para dicha obediencia la 

fuerza.  

El contencioso de carácter electoral 

es el medio idóneo para controlar los 

actos electorales, acudiendo a la 

jurisdicción para que se evalúe la 

legalidad de estos actos y establecer 

si se encuentran conformes a 

derecho buscando salvaguardar la 

voluntad popular, del derecho a elegir 

del cual como dijimos anteriormente 

son titulares todos los ciudadanos. 

 

Ahora bien como resultado de la 

comparación realizada, los artículos 

que regulan la acción de estudio en 

México son el 75, 76 y 77 de la citada 

Ley,  los cuales traen una serie de 

causales de nulidad, que a su vez 

son divididas en la nulidad de la 

votación recibida en casilla, nulidad 

de las elecciones federales y finaliza 

exponiendo las  causales de nulidad 

de la elección de Presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

Al respecto cabe señalar que la 

competencia para conocer de estas 

causales de nulidad corresponde al 

Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación a través de sus 

salas regionales, tratándose de las 

elecciones de diputados y senadores 

en cuanto a la elección de presidente 

conforme a la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación 

en Materia Electoral, sólo puede 

decretarse por parte de la Sala 

Superior del Tribunal Electoral. 

 

En cuanto a la comparación 

normativa efectuada con la 

legislación argentina se encuentran 

similitudes en cuanto al efecto de la 

anulación, de acuerdo al artículo 117 

de Código Electoral argentino cuya 

similitud se encuentra en tanto una 

vez medie decisión en firme que 

declare la nulidad de la elección lo 

cual es causa para que se origine 

falta absoluta y como consecuencia  

obre la necesidad de convocar a 

elecciones atípicas, las cuales están 

dispuestas para la elección de 

alcaldes y gobernadores. 

 

Por lo tanto en este aspecto se 

encuentra una diferencia importante 

frente  a la organización establecida 

en Colombia, en tanto Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la 

Federación posee funciones 
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judiciales, mientras en Colombia el 

Consejo Nacional Electoral es un 

órgano puramente administrativo y su 

competencia solo establece conocer 

de las de reclamaciones y resolverlas 

por medio de resoluciones motivadas. 

 

Frente a las causales de nulidad, en 

Colombia y México se encuentran 

similitudes, sin embargo en el caso 

colombiano estas están 

contempladas en algunas ocasiones 

como causales de reclamación 

establecidas en el decreto 2241 de 

1986 y otras como causales de 

nulidad en la Ley 1437 de 2011.  

 

Respecto a la comparación efectuada 

entre la normatividad hondureña y la 

colombiana en cuanto al campo 

electoral, podemos concluir como 

semejanzas que la jurisdicción 

electoral en Honduras, posee como 

características que es independiente 

y autónoma, tanto así que posee una 

legislación que contempla las 

circunstancias para impetrar dicha 

acción, en ese sentido al comparar la 

normatividad hondureña con la ley 

colombiana, se pueden encontrar 

semejanzas en cuanto a la función y 

aplicación legal, debido a que en 

nuestro país también existe una 

legislación propia que regula esta 

materia y la jurisdicción electoral, 

tiene instituciones propias e 

independientes como lo son el 

Consejo Nacional Electoral y la 

Registraduría Nacional del Estado 

Civil, sin embargo dentro del análisis 

efectuado se encuentran diferencias, 

respecto a los delitos y faltas 

electorales, como quiera que 

Honduras contempla las conductas 

delictivas referentes a la acción de 

nulidad en la misma norma, y en 

Colombia por el contrario  

 

Ahora bien para que la normatividad 

electoral cumpla efectivamente sus 

fines y  garantice  los derechos 

políticos y electorales de la sociedad, 

es necesario que los postulados 

normativos puedan ser realmente 

aplicados, es decir, aún cuando no se 

cumplan voluntariamente sus 

mandatos, si sean exigidos por los 

aparatos especiales con que cuenta 

el Estado, que en nuestro caso 

particular son el Consejo Nacional 

Electoral y la Registraduría Nacional 

del Estado Civil máximas autoridades 
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administrativas las cuales  sancionan 

los incumplimientos de las 

prohibiciones, u ofrecen las garantías 

para la realización de las 

prescripciones y de los derechos 

reconocidos, en síntesis que sean 

eficaces.  

 

De acuerdo a lo anterior podemos 

concluir que los criterios de validez de 

la acción de nulidad electoral en 

Colombia, cumplen el objetivo 

propuesto por el legislador al expedir 

la norma, tanto así que en nuestro 

país es uno de los medios más 

respetados en cuanto a su ejercicio y 

cumplimiento, tanto por los 

ciudadanos como por las autoridades 

judiciales y administrativas. 
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